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Oaxaca de Juárez, Oaxaca, 28 de junio de 2022. 

 

A S U N T O 

 

Se emite sentencia en el juicio 0067/2021, con motivo de la demanda 

interpuesta por ********** en contra del Consejo Directivo de Pensiones del 

Estado, por conducto del Director General de la Oficina de Pensiones 

del Gobierno del Estado de Oaxaca. 

 

R E S U L T A N D O  

 

1°. Mediante escrito presentado el veinticuatro de septiembre de dos 

mil veintiuno, ante la oficialía de partes común de este Tribunal, ********** 

demandó del Consejo Directivo de Pensiones del Estado, por conducto del 

Director General  de la Oficina de Pensiones del Gobierno del  Estado de 

Oaxaca, la nulidad  del dictamen de jubilación contenido en el oficio ********** 

de siete de abril de dos mil veintiuno; demanda que por razón de turno tocó 

conocer a esta Primera Sala Unitaria de Primera Instancia del Tribunal de 

Justicia Administrativa del Estado. 

2°. Por acuerdo del veintiocho de septiembre de dos mil veintiuno, se 

admitió a trámite  la demanda de referencia, y ordenó correrle traslado a las 

autoridades enjuiciadas para que dieran contestación  a la misma dentro del 

término de nueve días hábiles siguientes a aquel en que surtiera efectos la 

notificación correspondiente, con el apercibimiento de que en caso de no 

hacerlo, este Tribunal tendría por contestando en sentido afirmativo  y 

también, que en  caso de no referirse a todos los hechos planteados en la 

demanda se les considerarían por ciertos salvo prueba en contrario; en otro 

aspecto y de las pruebas ofrecidas se  tuvieron por admitidas las señaladas 

en el acuerdo mencionado. 
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3°. Por acuerdo de once de noviembre de dos mil veintiuno se tuvo a la 

autoridad demandada Consejo Directivo de Pensiones del Estado, por 

conducto del Director General  de la Oficina de Pensiones del Gobierno 

del  Estado de Oaxaca contestando en tiempo y forma la demanda 

entablada en su contra, por opuestas sus excepciones y defensas, así como 

por ofrecidas y admitidas sus pruebas, ordenándose correr traslado a la parte 

actora para los efectos precisados en el artículo 185 de la Ley de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca y también 

se le tuvo objetando en tiempo y forma las pruebas ofrecidas por la parte 

actora. 

4°. Con fecha siete de abril de dos mil veintidós, con fundamento en el 

artículo 204 de la Ley  inmediatamente  antes citada, sin la asistencia de las 

partes  se celebró la audiencia final; en el periodo de pruebas se tuvieron por  

desahogadas por su propia y especial naturaleza las pruebas ofrecidas por 

las partes; en el periodo de alegatos  se hizo constar que la parte actora 

presento escrito de alegatos, el cual se agregó para los efectos 

correspondientes, no así la autoridad demandada pues no presentó escrito 

alguno, por lo que se tuvo por fenecido su derecho; y se cerró dicho periodo 

quedando el asunto integrado y en estado de resolución, finalmente se emite 

sentencia en los siguientes términos: 

 

C O N S I D E R A N D O  

 

PRIMERO.  Esta Primera Sala Unitaria de Primera Instancia del 

Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Oaxaca, es competente 

para conocer y resolver del presente juicio de nulidad, de conformidad a lo 

establecido en el artículo 114 Quáter de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de Oaxaca; artículos 2, 4 fracción VIII, 33, 35 fracción I y 

36 fracción I de la Ley Orgánica del Tribunal de Justicia Administrativa del 

Estado de Oaxaca, publicada en el Periódico Oficial del Estado de Oaxaca, 

el siete de noviembre de dos mil diecinueve; artículos 118, 119, 120 fracción 

I, 121, 132 fracción II, 133 fracción I, 146 y 147, de la Ley de Procedimiento 

y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca por tratarse de un juicio 

de nulidad promovido en contra de una autoridad administrativa de carácter 

estatal.  
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SEGUNDO. Personalidad.  La personalidad de las partes se tuvo 

acreditada de conformidad con los artículos 150 1  y 151 2  de la Ley de 

Procedimiento y Justicia Administrativa. 

TERCERO.  Acreditación del acto impugnado. Lo es el oficio número 

**********, de fecha siete de abril de dos mil veintiuno emitido por el Director 

General de la Oficina de Pensiones del Estado de Oaxaca, cuya copia 

certificada por notario público número 19 en el Estado de Oaxaca, obra a 

foja 10 del expediente al rubro indicado, con valor probatorio pleno en 

términos de lo dispuesto por el artículo 203 fracción I 3  de la Ley de 

Procedimiento arriba señalada; también reconocida por la autoridad 

demandada de forma expresa en su contestación a foja 32,  y que exhibió  

en copia certificada como prueba de su parte por lo que esta Sala tiene por 

acreditado el acto impugnado. 

CUARTO. Objeción de pruebas. Se advierte que la autoridad 

demandada en su contestación de demanda  objeto las pruebas ofrecidas 

por la parte actora en cuanto a su contenido, alcance y valor probatorio que 

pudieran tener; sin embargo, sus argumentos fueron insuficientes para 

combatir por qué las pruebas ofrecidas por la parte actora no se les debía 

otorgar valor probatorio, tampoco evidenció alguna ilegalidad que pudieran 

tener como tampoco aporto elemento alguno para poder desvirtuarlas, de 

ahí que no es procedente su objeción. 

 

QUINTO. Causales de improcedencia y sobreseimiento. Son de 

orden público y de estudio preferente a cualquier otra cuestión; se advierte 

que la autoridad demanda Consejo Directivo de Pensiones del Estado, 

por conducto del Director General  de la Oficina de Pensiones del 

Gobierno del  Estado de Oaxaca, hizo valer las causales de improcedencia 

                                                           
1 “ARTÍCULO 150.- La personalidad o legitimación de las partes, deberá ser analizada de oficio por las Salas.” 

 
2 “ARTÍCULO 151.- En el procedimiento la personalidad de la autoridad demandada se tendrá por acreditada; sin 
embargo, en caso de que esta sea impugnada deberá exhibir copia debidamente certificada del documento 
relativo al nombramiento que le fue conferido, y del documento en el que conste que rindió la protesta de ley.” 
 
3 “ARTÍCULO 203.- La valoración de las pruebas se hará de acuerdo con las siguientes reglas: 

 
I. Harán prueba plena la confesión expresa de las partes y los actos contenidos en documentos públicos, si en 
éstos últimos se contienen declaraciones de verdad o manifestaciones de hechos de particulares; y (…)” 
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previstas en la fracción VI del artículo 1614  y fracción II5 del artículo 162 de 

la ley de la materia. Refiriendo que es improcedente el presente juicio toda 

vez que la parte actora presentó su demanda fuera del plazo establecido en 

el artículo 166 de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa del 

Estado de Oaxaca; sin embargo, es necesario precisar que dada la 

naturaleza del asunto al tratarse de un dictamen de jubilación con número 

de oficio OP/DG/420/2021, de fecha siete de abril de dos mil veintiuno se 

advierte que es imprescriptible el derecho del pensionado para 

solicitar la correcta determinación y cuantificación de la pensión 

jubilatoria que le fue otorgada con anterioridad, por tratarse de actos 

de tracto sucesivo que se producen día con día, por lo que es 

inaplicable en el caso concreto por regla general el plazo previsto en 

el citado numeral. Sirven de apoyo los siguientes criterios: 

“PENSIÓN Y JUBILACIÓN. LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA 

DICTADA POR EL INSTITUTO DE SEGURIDAD Y SERVICIOS 

SOCIALES DE LOS TRABAJADORES DEL ESTADO, EN LA 

CUAL SE FIJA INCORRECTAMENTE AQUÉLLA O EL 

SALARIO BASE PARA CALCULARLA, PODRÁ IMPUGNARSE 

EN CUALQUIER TIEMPO EN EL JUICIO CONTENCIOSO 

ADMINISTRATIVO. Conforme al artículo 186 de la Ley del 

Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los Trabajadores 

del Estado vigente hasta el 31 de marzo de 2007, el derecho a la 

jubilación y a la pensión es imprescriptible, por lo que en atención 

al principio elemental de la ciencia jurídica, consistente en que las 

acciones duran el mismo tiempo que los derechos de donde 

dimanan, se considera que es también imprescriptible la acción 

por medio de la cual se tutela el estricto cumplimiento de ese 

derecho, motivo por el que podrá promoverse en cualquier tiempo 

la demanda en la cual se impugne la resolución definitiva en la 

que se afirme que se fijó incorrectamente la pensión jubilatoria o 

la cuota diaria para calcularla, y no en el plazo de 45 días previsto 

en el artículo 207 del Código Fiscal de la Federación vigente 

hasta el 31 de diciembre de 2005, porque la norma contenida en 

el indicado numeral 186 es especial y por ello debe prevalecer 

sobre la regla general instituida en el precepto citado.”6 

   También sirve de orientación la siguiente Tesis Aislada: 

                                                           
4 ARTÍCULO 161.- Es improcedente el juicio ante el Tribunal contra actos: …  V.- Contra actos consumados de un modo 
irreparable; VI.- Contra actos consentidos expresamente o por manifestaciones de voluntad que entrañen ese 
consentimiento, entendiéndose por éstos últimos, en contra de los cuales no se promueva el juicio dentro del término que 
para tal efecto señale esta Ley;  …  X.- en los demás casos en que la improcedencia resulte de alguna disposición de esta Ley 
o de cualquiera otra de naturaleza fiscal o administrativa. 
5ARTÍCULO 162.- Procede el sobreseimiento del juicio:  

(…) II. Cuando durante la tramitación del procedimiento sobreviene alguna de las causas de improcedencia a que se refiere el 
artículo anterior; (…) 
6 Criterio jurisprudencial 2a./J. 115/2007, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la 
Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXVI, Julio de 2007, 
página 343, Materia Administrativa, con registro digital 171969. 



DATOS PERSONALES PROTEGIDOS POR EL ARTÍCULO 116 DE LA 
LGTAIP Y ARTÍCULO 61 DE LA LTAIPBGEO 

 

JUICIO DE NULIDAD 0067/2021 
 

 

 
 

“PENSIÓN Y JUBILACIÓN DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS DEL 

ESTADO DE MÉXICO Y SUS MUNICIPIOS. LA ACCIÓN PARA 

EXIGIR SU OTORGAMIENTO O FIJACIÓN CORRECTA Y, POR 

ENDE, SUS DIFERENCIAS O INCREMENTOS, ES 

IMPRESCRIPTIBLE. De conformidad con el artículo 67 de la Ley de 

Seguridad Social para los Servidores Públicos del Estado de México 

y Municipios, el derecho al pago de las pensiones del sistema solidario 

de cualquier naturaleza, se disfruta como prestación de seguridad 

social y es imprescriptible. Por su parte, la Segunda Sala de la 

Suprema Corte de Justicia de la Nación, en las jurisprudencias 2a./J. 

114/2009 y 2a./J. 115/2007, de rubros: "PENSIONES Y 

JUBILACIONES DEL ISSSTE. EL DERECHO PARA RECLAMAR 

SUS INCREMENTOS Y LAS DIFERENCIAS QUE DE ELLOS 

RESULTEN, ES IMPRESCRIPTIBLE." y "PENSIÓN Y JUBILACIÓN. 

LA RESOLUCIÓN DEFINITIVA DICTADA POR EL INSTITUTO DE 

SEGURIDAD Y SERVICIOS SOCIALES DE LOS TRABAJADORES 

DEL ESTADO, EN LA CUAL SE FIJA INCORRECTAMENTE 

AQUÉLLA O EL SALARIO BASE PARA CALCULARLA, PODRÁ 

IMPUGNARSE EN CUALQUIER TIEMPO EN EL JUICIO 

CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO.", sostuvo que la acción tanto 

para reclamar las diferencias con motivo del incremento de las 

pensiones y jubilaciones, como para impugnar la resolución definitiva 

que fijó la pensión jubilatoria o la cuota diaria para calcularla, es 

imprescriptible, dado que su función esencial es permitir la 

subsistencia de los trabajadores o sus beneficiarios con el paso del 

tiempo, al dimanar del derecho a la pensión y a la jubilación, también 

imprescriptible. Por tanto, si en términos del precepto citado, como 

norma especial que prevalece sobre cualquier otra general en la 

materia, el derecho a la jubilación y a la pensión son imprescriptibles, 

también lo es la acción para exigir su otorgamiento o fijación correcta 

y, por ende, sus diferencias o incrementos, porque ésta pervive el 

mismo tiempo que aquél, al formar una unidad indisoluble.”7  

 

                                                           
7 Tesis Aislada II.4o.A.36 A, del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Segundo 
Circuito, publicada en la Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Libro 44, Julio de 2017, 
Tomo II, página 1048, Materia Laboral y Administrativa, con registro digital 20144787. 
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En consecuencia al ser improcedentes dichas causales y al advertirse 

que no existe otra causal, no se sobresee el juicio. 

 

SEXTO. Excepciones y defensas. La autoridad demandada en su 

escrito de contestación presentó excepciones y defensas la falta de acción y 

derecho, las cuales no proceden en virtud de que como ya expresó la parte 

actora acreditó su interés legítimo y jurídico para comparecer a juicio 

derivado del oficio **********, de fecha siete de abril de dos mil veintiuno que 

contiene el dictamen de jubilación. En consecuencia al ser improcedentes 

dichas excepciones y defensas, se procede al estudio del fondo. 

SÉPTIMO. Fijación de la Litis. La parte actora, demandó la nulidad 

del oficio **********, de fecha siete de abril de dos mil veintiuno, emitido por 

el Consejo Directivo de Pensiones del Estado, por conducto del Director 

General  de la Oficina de Pensiones del Gobierno del  Estado de Oaxaca, 

manifiesta que dicho acto es ilegal, dado que la autoridad demandada 

consideró únicamente su sueldo base, sin incluir  las demás prestaciones a 

las que tiene derecho como trabajador, aun cuando no esté en el supuesto 

de trabajador de base, tal y como lo establece el artículo 54, fracción I de la 

Ley de Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del Estado de Oaxaca;  

por lo que dicha determinación transgrede su Derecho Humano de no 

discriminación contenido en el artículo 1 de la Constitución Política de los 

Estados Unidos Mexicanos; así mismo indica que como consecuencia de la 

nulidad de los actos impugnados se dicte otro dictamen  en el que se 

considere su sueldo, las prestaciones como la previsión social múltiple, 

despensa, vida cara, quinquenios, aguinaldo, estímulo del día del jubilado y 

canasta navideña, de manera restitutoria desde el mes de agosto de dos mil 

veintiuno que le fue efectuado su primer pago y en los subsecuentes. 

Asimismo, que carece de la debida fundamentación y motivación, violando 

su derecho humano a la seguridad jurídica contenido en el artículo 16 de la 

Constitución Federal, lo cual es discriminatorio.   

 

La autoridad al dar contestación a la demanda de nulidad, expresó que 

el acto impugnado se encuentra debidamente fundado y motivado, en virtud 

de que el oficio **********, de fecha siete de abril de dos mil veintiuno, resulta 

ser legalmente válido al cumplir con los elementos y requisitos de validez 

que establece el artículo 17 de la Ley de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado de Oaxaca.  
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Así como que al administrado no le asiste la razón para solicitar la 

nulidad de la resolución administrativa  dictada por el Consejo Directivo de 

la Oficina de Pensiones del Estado de Oaxaca en el oficio **********, pues 

dicho acto cumple cabalmente con los elementos y requisitos que la ley de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca; es decir  

como lo estable el artículo 16 de la Constitución, ya que se fundó y motivo, 

dando las razones y consideraciones de hecho y de derecho que lo justifican.  

 

Manifiesta también la autoridad que la pensión que le fue otorgada al 

ahora actor, le fue concedida atendiendo a la legalidad y lo que establece el 

artículo 53 de la Ley de Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del 

Estado, así también manifiesta que el acto reclamado no viola derechos 

humanos ni garantías y que no existe una discriminación entre los 

trabajadores jubilados de confianza y los trabajadores de base, sino que se 

trata de una diferenciación constitucional y no legislativa; por lo que  no se 

viola el contenido  del artículo 1 Constitucional, pues el tratamiento 

diferenciado está justificado en razones fácticas derivadas del servicio 

público que está generando un trato desigual respecto de los trabajadores 

de base; debiéndose comparar al peticionario desde un punto de vista 

determinado, es decir, que éste, al momento de jubilarse se encontraba 

como personal activo de confianza y no de base; de ahí que no se establece 

una situación de desigualdad frente a los jubilados de base toda vez que el 

trato que se da entre uno y otro es diferente más no desigual porque ambos 

son beneficiarios de una jubilación.  

 

OCTAVO. Estudio del Fondo del Asunto. Como ya se expresó la 

parte actora **********, demandó la nulidad del dictamen de jubilación, 

contenido en el oficio número ********** de siete de abril de dos mil veintiuno, 

emitido por el Director General de la Oficina de Pensiones del Estado, 

alegando que dicho acto, transgrede en su perjuicio el derecho humano de 

no discriminación, porque el dictamen por el que se le concedió su pensión 

determinó que únicamente tiene derecho al pago de su salario base, 

determinación que considera arbitraria y discriminatoria, al no aplicar a su 

favor las prestaciones ubicadas en la fracción I del referido artículo 54 de la 

Ley de Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del Estado, en la que 

se integran prestaciones como previsión social múltiple, despensa, vida cara, 

quinquenios, aguinaldo, estimulo del día del jubilado, canasta navideña; 
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siendo así un trato discriminatorio el que recibe en cuanto al cálculo de su 

pensión, pues aun cuando fue empleado de confianza, tiene derecho a que 

se considere a su favor los conceptos aludidos, pues tiene derecho a recibir 

un trato igual a los trabajadores de base; que por ello la resolución 

impugnada trasgrede en su perjuicio lo dispuesto por el artículo 1 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos.  

Del análisis del oficio número ********** de siete de abril de dos mil 

veintiuno, se advierte que el Consejo Directivo de Pensiones del Estado de 

Oaxaca, al resolver la pensión por jubilación del actor, indicó que la fijación 

de su pensión se determinó tomando únicamente en consideración el sueldo 

base de un Administrativo, eludiendo los conceptos que prevé el artículo 54 

fracción I de la Ley de Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del 

Estado, el cual establece:  

“ARTÍCULO 54.- Al monto resultante de la pensión señalada en 

el artículo anterior, se integrarán las prestaciones siguientes: 

 

I. Jubilados: tratándose solo de aquéllos que fueron trabajadores 

de base se integrarán la previsión social múltiple, despensa, vida 

cara, quinquenios, aguinaldo, estímulo del día del jubilado, día de 

las madres y canasta navideña. 

El aguinaldo para jubilados será equivalente a 70 días de la 

cuantía diaria; y (…)” 

Dicho artículo señala, que solo los trabajadores jubilados de base, 

tendrán derecho a las siguientes prestaciones: previsión social múltiple, 

despensa, vida cara, quinquenios, aguinaldos, estímulos del día del jubilado, 

día de las madres y canasta navideña; sin referirse expresamente a los 

trabajadores jubilados de confianza. 

Sin embargo, resulta trascendental tomar en cuenta lo dispuesto por el 

artículo 1° de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, que 

en sus párrafos primero, segundo y quinto establece: 

“En los Estados Unidos Mexicanos todas las personas gozarán 

de los derechos humanos reconocidos en esta Constitución y en 

los tratados internacionales de los que el Estado Mexicano sea 

parte, así como de las garantías para su protección, cuyo ejercicio 

no podrá restringirse ni suspenderse, salvo en los casos y bajo 

las condiciones que esta Constitución establece. 

 

Las normas relativas a los derechos humanos se interpretarán de 

conformidad con esta Constitución y con los tratados 

internacionales de la materia favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia. 

(…) 
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Queda prohibida toda discriminación motivada por origen étnico 

o nacional, el género, la edad, las discapacidades, la condición 

social, las condiciones de salud, la religión, las opiniones, las 

preferencias sexuales, el estado civil o cualquier otra parte que 

atente contra la dignidad humana y tenga por objeto anular o 

menoscabar los derechos y libertades de las personas…”. 

Patentizando así, que dicho precepto constitucional prohíbe toda 

discriminación que menoscabe los derechos de las personas, como lo alega 

la parte actora por lo que para el efecto de cumplimentar dicha consagración 

constitucional, en la materia que se analiza (pensión por jubilación) al 

aplicarse la Ley de Pensiones para resolver al respecto, esta debe 

interpretarse de forma amplia en el sentido que más beneficia a el solicitante 

de la jubilación. 

Consecuentemente, tomando en consideración el artículo 54 fracción I 

de la Ley de Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del Estado de 

Oaxaca, y con la finalidad de otorgar el mayor beneficio al solicitante de la 

pensión, al resolverse lo correspondiente, dicho artículo 54, debe realizarse 

de forma extensiva, para no transgredir derechos humanos, otorgando la 

protección más amplia  a la que tienen derecho los jubilados; ello, toda vez 

que, es obligación de este Juzgador promover, respetar, proteger y 

garantizar los derechos humanos de los gobernados, de conformidad con los 

principios de universalidad, interdependencia, indivisibilidad y progresividad 

e interpretarlos de conformidad con la Constitución Federal y con los 

Tratados Internacionales de la Materia, favoreciendo en todo tiempo a las 

personas la protección más amplia, en atención al principio pro-persona. 

Sirve de apoyo el criterio jurisprudencial, emitido por la Primera Sala de 

la Suprema Corte de Justicia, publicado en el Semanario Judicial de la 

Federación en la Décima Época, Libro XIII, Octubre de 2012, Tomo 2, página 

799, materia Constitucional, de rubro y texto siguiente:  

“PRINCIPIO PRO PERSONA. CRITERIO DE SELECCIÓN DE LA 

NORMA DE DERECHO FUNDAMENTAL APLICABLE. De 

conformidad con el texto vigente del artículo 1o. constitucional, 

modificado por el decreto de reforma constitucional publicado en el 

Diario Oficial de la Federación el 10 de junio de 2011, en materia de 

derechos fundamentales, el ordenamiento jurídico mexicano tiene dos 

fuentes primigenias: a) los derechos fundamentales reconocidos en la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y, b) todos 

aquellos derechos humanos establecidos en tratados internacionales 

de los que el Estado mexicano sea parte. Consecuentemente, las 

normas provenientes de ambas fuentes, son normas supremas del 
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ordenamiento jurídico mexicano. Esto implica que los valores, principios 

y derechos que ellas materializan deben permear en todo el orden 

jurídico, obligando a todas las autoridades a su aplicación y, en aquellos 

casos en que sea procedente, a su interpretación. Ahora bien, en el 

supuesto de que un mismo derecho fundamental esté reconocido en 

las dos fuentes supremas del ordenamiento jurídico, a saber, la 

Constitución y los tratados internacionales, la elección de la norma que 

será aplicable -en materia de derechos humanos-, atenderá a criterios 

que favorezcan al individuo o lo que se ha denominado principio pro 

persona, de conformidad con lo dispuesto en el segundo párrafo del 

artículo 1o. constitucional. Según dicho criterio interpretativo, en caso 

de que exista una diferencia entre el alcance o la protección reconocida 

en las normas de estas distintas fuentes, deberá prevalecer aquella que 

represente una mayor protección para la persona o que implique una 

menor restricción. En esta lógica, el catálogo de derechos 

fundamentales no se encuentra limitado a lo prescrito en el texto 

constitucional, sino que también incluye a todos aquellos derechos que 

figuran en los tratados internacionales ratificados por el Estado 

mexicano”.  

 

Este criterio está contenido también  en la tesis de número 160525, 

emitida por el Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada 

en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Décima Época, Libro 

lll, Tomo 1, diciembre de 2011, página 552, y para su mejor compresión se 

transcribe: 

 

“PASOS A SEGUIR EN EL CONTROL DE 

CONSTITUCIONALIDAD Y CONVENCIONALIDAD EX 

OFFICIO EN MATERIA DE DERECHOS HUMANOS. La 

posibilidad de inaplicación de leyes por los jueces del país, en 

ningún momento supone la eliminación o el desconocimiento de 

la presunción de constitucionalidad de ellas, sino que, 

precisamente, parte de esta presunción al permitir hacer el 

contraste previo a su aplicación. En ese orden de ideas, el Poder 

Judicial al ejercer un control de convencionalidad ex officio en 

materia de derechos humanos, deberá realizar los siguientes 

pasos: a) Interpretación conforme en sentido amplio, lo que 

significa que los jueces del país -al igual que todas las demás 

autoridades del Estado Mexicano-, deben interpretar el orden 

jurídico a la luz y conforme a los derechos humanos reconocidos 

en la Constitución y en los tratados internacionales en los cuales 

el Estado Mexicano sea parte, favoreciendo en todo tiempo a las 

personas con la protección más amplia; b) Interpretación 

conforme en sentido estricto, lo que significa que cuando hay 

varias interpretaciones jurídicamente válidas, los jueces deben, 
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partiendo de la presunción de constitucionalidad de las leyes, 

preferir aquella que hace a la ley acorde a los derechos humanos 

reconocidos en la Constitución y en los tratados internacionales 

en los que el Estado Mexicano sea parte, para evitar incidir o 

vulnerar el contenido esencial de estos derechos; y, c) 

Inaplicación de la ley cuando las alternativas anteriores no son 

posibles. Lo anterior no afecta o rompe con la lógica de los 

principios de división de poderes y de federalismo, sino que 

fortalece el papel de los jueces al ser el último recurso para 

asegurar la primacía y aplicación efectiva de los derechos 

humanos establecidos en la Constitución y en los tratados 

internacionales de los cuales el Estado Mexicano es parte”.  

 

En atención a las consideraciones plasmadas y a los criterios citados, 

resulta evidente, que la determinación contenida en el oficio **********, de 

siete de abril de dos mil veintiuno, emitido por el Director General de la 

Oficina de Pensiones del Gobierno del Estado de Oaxaca, al ejecutar el 

acuerdo del Consejo Directivo de la Oficina indicada, dejó de considerar y 

hacer una interpretación adecuada del artículo 54 fracción I de la Ley de 

Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del Estado, pues al 

interpretarla de forma restringida, negó a la actora el pago de diversas 

prestaciones ahí establecidas, violentando en su perjuicio derechos 

humanos contenidos en la Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, así como en la Convención Americana sobre Derechos 

Humanos que en su artículo 24 señala que: “Todas las personas son iguales 

ante la ley. En consecuencia, tienen derecho, sin discriminación, a igual protección 

de la ley”. 

De manera que, conforme lo dispuesto por el artículo 133, de la 

Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos y considerando que 

la interpretación conforme al igual que el control de convencionalidad, tienen 

como objeto inicial y principal la integración armónica de los derechos, no la 

inaplicación o invalidez normativa; resulta procedente ordenar a la autoridad 

demandada, realice una interpretación extensiva del artículo 54 fracción I de 

la Ley de Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del Estado de 

Oaxaca, en beneficio de la parte actora, de tal forma que se le otorgue el 

pago de pensión por jubilación, incluyendo el sueldo base, así como las 
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mismas prestaciones otorgadas para los trabajadores de base consistentes 

en: la previsión social múltiple, despensa, vida cara, quinquenios, aguinaldo, 

estímulo del día del jubilado y canasta navideña.  

En consecuencia, la autoridad demandada deberá de realizar el pago 

de las prestaciones contempladas en el artículo 54, fracción I, de la Ley de 

Pensiones para los Trabajadores del Gobierno del Estado de Oaxaca, al 

actor **********, a partir de la fecha en la que adquirió la calidad de jubilada, 

es decir, la fecha en la que se realizó el primer pago de su pensión por 

jubilación y en lo subsecuente. 

 

En ese contexto e interpretando al artículo 17 fracción V de la Ley de 

Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de Oaxaca8, que rige 

el proceso del presente juicio, señala entre otros, como requisito de validez 

de todo acto administrativo, que debe estar fundado y motivado; en el caso 

no acontece, de acuerdo a las razones expresadas con anterioridad. Este 

criterio sirve de apoyo la Jurisprudencia de número 216534, emitida por el 

Pleno de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el 

Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Octava Época, número 64, 

abril de 1993, página 43:   

“FUNDAMENTACION Y MOTIVACION DE LOS ACTOS 

ADMINISTRATIVOS. 

De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de 

autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, 

entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión 

el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también 

deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, 

razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en 

consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, 

que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas 

aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la 

hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento 

previene que nadie puede ser molestado en su persona, 

propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito 

de autoridad competente que funde y motive la causa legal del 

procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que 

apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los 

                                                           
8 ARTICULO 7.- Son elementos y requisitos de validez del acto administrativo: 
…. 
V. Estar fundado y motivado; 
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preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. 

En materia administrativa, específicamente, para poder 

considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es 

necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos 

que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos 

normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para 

que esté obligado al pago, que serán señalados con toda 

exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y 

preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que 

otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el 

acto en agravio del gobernado”. 

 

Por todo lo anteriormente relatado, es procedente declarar la NULIDAD 

del contenido del oficio número **********, de siete de abril de dos mil 

veintiuno, signado por el Director General de la Oficina de Pensiones del 

Gobierno del Estado de Oaxaca, PARA EL EFECTO de que el Consejo 

Directivo de la Oficina de Pensiones del Estado de Oaxaca, EMITA otro en 

su lugar, en donde: a) incluya el sueldo base y realice la interpretación 

extensiva al artículo 54 fracción I de la Ley de Pensiones para los 

Trabajadores del Estado de Oaxaca, aplicando el principio pro-persona para 

el mayor beneficio a la parte actora; b) otorgue una pensión al actor, 

incluyendo las mismas prestaciones otorgadas para trabajadores de 

base, a las que tiene derecho, consistentes en previsión social múltiple, 

despensa, vida cara, quinquenios, aguinaldos, estímulos del día del jubilado, 

y canasta navideña; y c) realice el pago de dichas prestaciones con efectos 

retroactivos a la fecha en la que el actor obtuvo la categoría de jubilado y en 

lo subsecuente.  

 

Por lo antes expuesto y con fundamento en los artículos 207, 208 y 209 

de la Ley de Procedimiento y Justicia Administrativa para el Estado de 

Oaxaca, se: 

R E S U E L V E 

 

Primero. Esta Primera Sala Unitaria fue competente para conocer y 

resolver del presente asunto. 
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Segundo. No se actualizaron causales de improcedencia y 

sobreseimiento hechas valer por la autoridad demandada por lo que no se 

sobresee el juicio.  

 

Tercero. Se declara la nulidad del oficio ********** de fecha siete de 

abril de dos mil veintiuno, emitido por el Director General de la Oficina de 

Pensiones del Estado de Oaxaca, para el Efecto de que la autoridad 

demandada o la que resulte competente emita otro, a favor del actor 

**********, conforme a los términos establecidos y precisados en el 

considerando octavo de la presente sentencia.  

 

Cuarto. Notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a 

las autoridades demandadas, con fundamento en los artículos 172 

fracción I y 173 fracciones I y II, de la Ley de Procedimiento y Justicia 

Administrativa para el Estado de Oaxaca, - CÚMPLASE.  

 

Así lo resolvió y firmó el Titular de la Primera Sala Unitaria de Primera 

Instancia del Tribunal de Justicia Administrativa del Estado de Oaxaca, 

Magistrado Abraham Santiago Soriano, quien actúa con el Licenciado 

Christian Mauricio Morales Morales, Secretario de Acuerdos, que autoriza y 

da fe. 

 

 

 

 

  

 

 


